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43673/2010

NAVARRO CASTEX  ALBERTO LUIS  Y OTRO c/  G.  BREUER 

ABOGADOS  SOCIEDAD  CIVIL  Y OTROS  s/CUMPLIMIENTO 

DE CONTRATO

Buenos Aires,              de febrero de 2019.-       fs. 1019/1032  

   VISTOS Y CONSIDERANDO:

   I.- Que alegando que la sentencia se encuentra firme e 

incumplida la condena, en el escrito de fs. 864, presentado el 6/7/2018 

(v.  cargo  de  fs.  865), la  parte  actora  ejerce  la  opción  resolutoria 

prevista  por  el  art.  1085  del  CCyC,  petición  que  es  reiterada  y 

precisada  en  la  pieza  de  fs.  883/890  con  cargo  del  9/8/2018. 

Consecuentemente, solicita la resolución total del Acuerdo de Retiro y 

Cesión  de  Puntos  y  de  sus  dos  Addendum,  celebrados  con  fecha 

20/08/2008, y que por la vía de incidente de ejecución de sentencia se 

determinen los  daños  y  perjuicios  de  los  que  son responsables  las 

sociedades civiles y demás personas demandadas.

  II.-  Que  en  la  pieza  de  fs.  880,  presentada  el 

31/07/2018,  la  codemandada  G.  Breuer  Abogados  Sociedad  Civil 

ofrece en calidad de pago y en concepto de capital la suma de U$S 

105.000 depositada en los autos “G. Breuer Abogados Sociedad Civil 

c/  Navarro Castex Alberto Luis y otro s/  consignación” (Expte.  Nº 

28.205/2010).  A su  vez,  ofrece  en  pago  la  suma de  $  550.000  en 

concepto de daño moral depositada en la cuenta abierta en estos autos 

a raíz de la petición efectuada por dicha parte a fs. 861, y la suma de 

U$S 68.600 imputada a intereses.
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                 Corrido el traslado de ley, a fs. 883/890 los accionantes 

rechazan el ofrecimiento efectuado por la contraparte. Por un lado, 

sostienen que era innecesario y dilatorio el pedido de apertura de una 

cuenta  bancaria  en  dólares  para  efectuar  el  depósito  de  los  U$S 

68.000, puesto que  ya que existía una cuenta abierta en esa moneda 

en el juicio sobre consignación; y, por otro, que el plazo para cumplir 

la obligación de dar sumas de dinero venció el 18/06/2018, motivo 

por el cual el ofrecimiento de pago efectuado el 31/07/2018 resulta 

tardío.

Explican que la opción resolutoria no sólo se funda en la 

falta de pago del resarcimiento fijado en concepto de daño moral, de 

las sumas adeudadas en dólares y de los respectivos intereses, sino 

también  en  el  incumplimiento  doloso  y  malicioso  del  deber  de 

informar  dispuesto  en  la  sentencia,  incumplimiento  que  reputan 

esencial en los términos del art.  1084 del CCyC. Subrayan, en ese 

sentido, que “el comportamiento de los demandados nos privó de lo  

que  sustancialmente  teníamos derecho  a  esperar,  que  no era  otra  

cosa que conocer el precio de venta por nuestro 45% en GBA” (fs. 

887). Por  lo  tanto,  consideran  que  existen  sobrados  motivos 

para que no resulte ya de interés alguno requerir el cumplimiento de 

los acuerdos celebrados con fecha 20-08-2008,“ya vulnerados tantas 

veces de modo por demás deliberado por todos los demandados” (fs. 

888 vta.).

 Finalmente,  solicitan  que  se  trabe  embargo  sobre  la 

totalidad de las sumas depositadas en el juicio sobre consignación y 

en  estos  autos  y  su  conversión  en  moneda  extranjera  y  posterior 

inversión  a  plazo  fijo  en  resguardo  de  los  daños  y  perjuicios  que 

habrán de reclamar en el incidente cuya formación peticionan.

III.-  Que  en  el  escrito  de  fs.  968/971,  presentado  el 
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14/8/2018,  G.  Breuer  Sociedad  Civil,  Diego  M.  Fissore,  Gonzalo 

Cabrera  Castilla  por  sí  y  en  representación de G.Breuer  Abogados 

Sociedad Civil brindan el informe en los términos que surgen de dicho 

escrito y solicitan que se tenga por cumplido el deber de información 

dispuesto en la sentencia.

          En la pieza de fs. 973/975, presentada el 15/8/2018, 

Alejandro  Miguel  López  Tilli  adhiere  a  lo  informado  por  los 

codemandados,  efectuando  algunas  precisiones  y  consideraciones 

complementarias.

IV.-  Que a fs. 977/982 G. Breuer Sociedad Civil, 

Diego M. Fissore, Gonzalo Cabrera Castilla por sí y en representación 

de  G.Breuer  Abogados  Sociedad  Civil  solicitan  el  rechazo  de  la 

opción resolutoria ejercida por la actora.

Afirman que los accionantes nunca promovieron el 

trámite  de  ejecución de  sentencia  en  los  términos  del  art.  503  del 

CPCCN, por  lo  que al  tiempo en que lo  hicieron (6/7/2018;  v.  fs. 

684/685)  aún  no  se  encontraba  expedita  la  vía  para  optar  por  la 

resolución prevista en el art. 1085 del CCyC.

Aducen, por otra parte, que cumplieron tanto con la 

obligación de dar sumas de dinero como también con la obligación de 

informar antes de que se venciera el plazo fijado en la sentencia. A 

tales fines, computan dicho plazo en días hábiles desde el 2/07/2018, 

fecha en que recibieron la cédula electrónica que les anoticiaba que 

las actuaciones habían sido devueltas de la cámara, reiterando que la 

opción resolutoria fue ejercida en forma prematura.

                     Tras señalar que hasta que no exista liquidación 

aprobada no es factible que puedan incurrir  en mora,  recalcan que 

cuando los accionantes optaron por la pretensión resolutoria, cosa que 

hicieron el 6/7/2018,  no se encontraba incumplida “parte alguna de 
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la sentencia dictada. Aun no se encontraba vencido el plazo para su  

cumplimiento” (fs. 980).

En  síntesis,  consideran  que  la  sentencia  se 

encuentra cumplida en término, razón por la cual solicitan el rechazo 

de la pretensión resolutoria.

V.-  Que  a  fs.  983/1001  Alberto  Luis  Navarro 

Castex  y  Florencia  Mariana  Cavazza  reiteran  que  optan  por  la 

resolución total del contrato por cuanto el ofrecimiento en calidad de 

pago  y  el  “pseudo”  informe  brindado  fueron  extemporáneos  y 

posteriores al ejercicio de dicha opción.

           Refieren  que  el  informe brindado  por  los 

demandados es incompleto, habida cuenta de que no se mencionaron 

las propiedades que heredó Rosario Acevedo en la República Oriental 

del Uruguay, ni se informó en forma pormenorizada  “el efectivo a 

pagar de” Roltec Trust y de Santa Barbara Charitable Trust a dicha 

heredera. Añaden que nada se dice acerca del “pacto de cuota litis” 

suscripto  con relación al  proceso sucesorio de Jorge  Acevedo,  que 

tramita por ante el Juzgado del fuero Nº 65.

En  suma,  afirman  que  su  total  desinterés  en  el 

cumplimiento de la sentencia se encuentra justificado, atento al dolo 

contractual que se desprende de la causa y que ha continuado luego de 

la  sentencia.  Además  de  esencial,  remarcan  que  se  trata  de  un 

incumplimiento  malicioso,  doloso  y  desleal  de  la  sentencia  de 

condena, por lo que postulan la aplicación de las sanciones previstas 

en el art. 45 del CPCCN.

VI.- Que a fs. 1002/1005 Alejandro Miguel López 

Tilli se opone a la opción resolutoria con similares fundamentos a los 

brindados por el resto de los codemandados.

VII.-  Que  a  fs.  1007/1011  y  1012/1017  los 

demandados solicitan el rechazo de las sanciones previstas en el art. 

45 del CPCCN.
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          VIII.- Que habiendo quedado reseñada la forma en 

que quedó trabada la relación procesal, cabe ahora señalar que en la 

sentencia única dictada por el suscripto a fs. 668/732, que puso fin a 

los tres procesos acumulados, 1º) se rechazó la demanda de pago por 

consignación deducida por G Breuer Abogados Sociedad Civil contra 

Alberto  Luis  Navarro  Castex  y  Florencia  Mariana  Cavazza  en  el 

expediente Nº 28.205/2010, con costas a la vencida; 2º) se rechazó la 

demanda de cumplimiento de contrato promovida en el expediente Nº 

98.713/2011 por Alberto Luis  Navarro Castex y Florencia Mariana 

Cavazza contra G Breuer Abogados Sociedad Civil, con costas a los 

vencidos;  y  3º)  se  hizo  lugar  a  la  demanda  de  cumplimiento  de 

contrato promovida en estos autos (Expte. 43.673/2010) por Alberto 

Luis Navarro Castex y Florencia Mariana Cavazza, con costas. 

 En consecuencia, se condenó a G Breuer Abogados 

Sociedad Civil a pagar a los actores, “dentro del plazo de 10 días”, la 

suma de U$S 105.000  con más los intereses allí dispuestos.

     Asimismo,  se  condenó  a  G  Breuer  Abogados 

Sociedad  Civil,  G  Breuer  Sociedad  Civil,  Gonzalo  María  Cabrera 

Castilla,  Alejandro Miguel López Tilli  y Diego Miguel Fissore,  “a 

que en el plazo de 20 días” brindaran un exhaustivo, pormenorizado y 

documentado informe sobre los aspectos requeridos a fs. 731 vta./732 

y a fs. 743, tales como, entre otros, la composición “real” del acervo 

hereditario de Jorge Acevedo cuyo proceso sucesorio tramita por ante 

el  Juzgado  del  Fuero  N°  65  (Expte.  N°  1048/2008);  porcentaje 

hereditario que en esa sucesión le corresponde a Rosario Acevedo; 

adjudicación y valuación tomada en consideración para la percepción 

de los pagos que Rosario Acevedo le efectuó al estudio por las sumas 

de:  U$S  70.000  o  $  196.000;  U$S  229.109;  U$S  21.470;  U$S 

312.424,42; U$S 1.426,77 y $ 26.566,34.

 Además, se les impuso la obligación de informar si 

se  efectuaron las  ventas  del  “Campo de  Olavarría  y  el  Galpón de 
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Tigre” que Rosario Acevedo afirmó que se encontraban pendientes y, 

en  caso  afirmativo,  si  recibieron  algún  pago  en  concepto  de 

honorarios, el  importe y cuál  fue la valuación tomada a tal  efecto, 

como así  también si  existía  algún pacto de cuota  litis  suscrito  con 

Rosario Acevedo y, en su caso, lo acompañaran.

                   A su  vez,  en  forma  concurrente  o  indistinta  se 

condenó a los demandados a pagar a los actores, “dentro del plazo de 

10 días”, la suma de $ 40.000 a cada uno en concepto de daño moral, 

con más los intereses que se habrían de computar según lo establecido 

en el  considerando XXVI, y se rechazó el pedido de aplicación de 

sanciones  por  temeridad  y  malicia  solicitado  en  el  proceso  de 

consignación y en el juicio sobre cumplimiento de contrato (Expte. N° 

98.713/2011).

        En resumidas cuentas, en la sentencia dictada en 

autos se condenó a los demandados a cumplir una obligación de dar 

dinero y una obligación de hacer dentro del plazo de 10 y 20 días, 

respectivamente.

        Apelada por todas las partes, el tribunal de alzada 

elevó  la  indemnización  por  “daño moral”  a  $  350.000 para  el  Dr. 

Alberto Luis  Navarro Castex y a $ 200.000 para la Dra.  Florencia 

Mariana Cavazza, “sumas que no devengarán intereses”, y en todo lo 

demás que fue materia de agravios confirmó la sentencia de primera 

instancia (ver fs. 850/857).

IX.- Que  atento  a  los  términos  en  que  quedó 

trabada la litis, el núcleo central del conflicto gira en torno al cómputo 

de los plazos establecidos en la sentencia, y más puntualmente desde 

cuándo  deben computarse  y  en  su  caso  cuándo  fenecieron,  lo  que 

resulta  prioritario  indagar  a  los  efectos  de  determinar  si  la  opción 

resolutoria fue ejercida una vez expirado los plazos, como alega la 

actora; o, por el contrario, si fue ejercida antes de tiempo o en forma 

prematura, como aduce la demandada.
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Advierto, ante todo, que ambas partes incurren en 

un burdo y manifiesto error jurídico, pues computan los plazos fijados 

en  la  sentencia  en  “días  hábiles”,  como  si  se  tratara  de  plazos 

procesales, cuando en puridad técnica se trata de plazos judiciales que 

como regla, y salvo que el juez o tribunal disponga lo contrario, se 

computan en días corridos incluyendo los feriados o inhábiles.

Así surge claramente de lo dispuesto por los arts. 

27,  28  y  29 del  Código Civil  Velezano (ley  340),  cosa  que  en  lo 

pertinente reitera el art.  6º del Código Civil  y Comercial unificado 

(ley 26.994) al establecer que  “El cómputo civil de los plazos es de  

días completos y continuos, y no se excluyen los días inhábiles o no  

laborales”.

En  su  Código  Civil  y  Comercial  de  la  Nación  

Comentado,  Lorenzetti  señala  que  el  art.  6º  del  nuevo  código  se 

corresponde con lo que disponía el Código Civil derogado en el Título 

II, artículos 23 a 29 (ob. cit., tomo I, pág. 44). En el mismo sentido se 

pronuncia el profesor José W. Tobías, quien afirma que el art. 6º del 

nuevo  código  reemplaza  al  Título  preliminar  II  del  Código  Civil 

derogado, cuyos arts. 23 a 28 regulaban el tema. Y tras ello puntualiza 

que como regla de carácter general los plazos son continuos, es decir, 

que una vez que comienzan a correr no se suspenden, computándose 

los días inhábiles, los feriados y los no laborables (Código Civil  y  

Comercial Comentado. Tratado Exegético, Jorge H. Alterini director 

general,  Thomson  Reuters  La  Ley,  Buenos  Aires,  2015,  tomo  I 

dirigido por José W. Tobías, págs.40 y 41).

Sobre el particular se ha señalado que “Cuando la 

ley o el juez establecen un plazo, habrá que investigar su naturaleza,  

con el objeto de determinar si éste está referido al ejercicio de un  

acto procesal o al cumplimiento de una obligación que no reviste ese  

carácter, de la conclusión a que se llegue dependerá la forma en que  

compute  el  tiempo:  si  se  trata  de  un  acto  procesal,  sólo  los  días  
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hábiles (art. 152, Cód. Procesal -ADLA, XLI-C, 2975), y en los demás  

casos serán corridos (conf. arts. 27, 28 y 29, Cód. Civil)”  (CNCiv., 

sala E, 27/4/1983, “Edificadora Surcos, S. A. c. Municipalidad de la 

Capital”, LLonline: AR/JUR/1378/1983).

También se ha dicho que “el plazo fijado para el  

cumplimiento de la sentencia comprende los días inhábiles,  puesto  

que se trata de un plazo judicial regido por el art. 28 del Código Civil  

(CNCiv., sala G, L. 262.816, julio 24-1980). Así lo dispone también el  

art.  29  del  mismo  código  cuando  establece  que  dicha  norma  es  

aplicable a todos los plazos señalados por las leyes, por los jueces o  

por las partes en los actos jurídicos (CNCiv., sala G, R. 289.368, julio  

28-1983).

Por otra parte, el cómputo del plazo comienza en  

el  caso  de  las  sentencias  dictadas  por  los  tribunales  de  segunda  

instancia, al día siguiente de su notificación, toda vez que para la  

justicia local no se encuentra prevista la tercera instancia, de modo  

que  las  sentencias  pronunciadas  por  las  cámaras  de  apelaciones  

revisten  el  carácter  de  definitivas”  (CNCiv.,  sala  G,  11/4/1984, 

“Tonconogy, Julio A. y otros c. Yemal, Elías A.”, ED, 110-419).

De modo análogo,  en  otro  fallo  se  sostuvo:  “… 

Este tribunal tiene reiteradamente resuelto que los plazos judiciales  

—distintos de los procesales— se cuentan en días corridos de acuerdo  

con lo establecido por los arts. 28 y 29 del Cód. Civil” (CNCiv., sala 

G,  8/2/1983,  “Marino,  Rafael  J.  y  otra  c/  Municipalidad  de  la 

Capital”, LLonline: AR/JUR/1117/1983).

Esa es la opinión de uno de los grandes maestros 

del derecho, quien sostiene que el plazo fijado para el cumplimiento 

de una sentencia comprende los días inhábiles, porque no es un plazo 

procesal sino judicial, regido por el art. 28 del Código Civil (BORDA, 

Guillermo A.,  Tratado de Derecho Civil, Parte General,  t. I, Perrot, 

Buenos Aires, 1991, pág. 212).
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En este mismo sentido, Alonso y Rizicman afirman 

que  “el  plazo  judicial  fijado en  la  sentencia  de  condena  tiene  un  

régimen propio, distinto del procesal, regido por el art. 28 del Código  

Civil  que incluye en su cómputo a los días feriados,  a menos que  

expresamente  se  señale  lo  contrario.  No  habiendo  acuerdo  en  

contrario así cabe disponerlo, cuanto también lo estatuye el art. 29  

que prevé que aquella norma se aplica a todos los plazos señalados  

por las leyes, por los jueces o por las partes en los actos jurídicos”  

(CNCiv., sala G, 24-9-80, J.A. 1981-II-382)  (RIVERA, Julio César, 

Código Civil Comentado,  Rubinzal-Culzoni Editores, Buenos Aires, 

2004, pág. 104).

Fassi  y  Yañez  señalan  que  “la  condena  como 

norma individual directamente aplicable a la relación litigiosa que  

resuelve,  impone el  cumplimiento de una obligación para la parte  

vencida. El plazo que fija no es, pues, un término procesal como los  

que  surgen  de  la  ley  de  forma,  sino  el  establecido  para  el  

cumplimiento de una obligación y sus accesorios. Tratándose así de  

un plazo judicial,  está regido por el  art.  28 del Código Civil,  que  

incluye en su cómputo a los días feriados, a menos que expresamente  

se  señale  lo  contrario”  (CNCiv.,  sala  G,  28/7/83,  ED,  106-527) 

(FASSI,  Santiago-YÁÑEZ,  César  D.,  Código  Procesal  Civil  y  

Comercial  Comentado,  Anotado  y  Concordado,  tomo  1,  Astrea, 

Buenos Aires, 1998, pág. 747). Lo mismo expresa Areán al afirmar 

que “los únicos plazos que están excluidos de las previsiones de los  

arts. 28 y 29 del Código Civil son los procesales” (Cám. 2ª Civ. y  

Com. La Plata, Sala III, 10/10/78, RepLL, XXXIX-1573) (BUERES, 

Alberto J. (dir.)-HIGHTON, Elena I. (coord.), Código Civil y normas 

complementarias.  Análisis  doctrinal  y  jurisprudencial,  “Arts.  27  y 

28”,  comentado  por  Beatriz  Areán,  tomo 1A,  Hammurabi,  Buenos 

Aires, 2005, pág. 74). 
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Sobre el particular, Jorge E. Lavalle Cobo explica 

que a los plazos judiciales no se los debe confundir con los términos 

procesales, dispuestos en las leyes de forma. Añade que el art. 28 del 

Código  Civil  alude  a  los  plazos  fijados  por  resolución  de  los 

tribunales, que se consideran plazos civiles, y a los que expresamente 

se  aplica,  en  consecuencia,  la  regla  del  art.  27  del  Código  Civil 

(BELLUSCIO,  Augusto  C.  (dir.)-ZANNONI,  Eduardo  A.  (coord.), 

Código  Civil  y  leyes  complementarias.  Comentado,  anotado  y  

concordado, tomo 1, Astrea, Buenos Aires, 1993, pág. 120). En igual 

sentido se pronuncia José W. Tobías en ALTERINI, Jorge H. (dir.), 

Código Civil y Comercial Comentado, Tratado Exegético, tomo I, La 

Ley, Buenos Aires, 2016, pág. 50).

En esa misma orientación, Félix A. Trigo Represas 

y Marcelo J.  López Mesa sostienen que los plazos que señalan las 

leyes, los tribunales o las partes comprenden, en principio, los días 

inhábiles, porque la regla es la continuidad (arts. 27 a 29 del Código 

Civil). En lo que concierne a las actuaciones y diligencias procesales, 

sólo  se  computan  los  días  hábiles  (SALAS-TRIGO  REPRESAS-

LÓPEZ MESA,  Código Civil anotado, tomo 4-A, Depalma, Buenos 

Aires, 1999, pág. 21).

A la luz de la doctrina y jurisprudencia citadas, es 

evidente que ambas partes se equivocan al computar en días hábiles 

los plazos fijados en la sentencia, incurriendo en el error de confundir 

los plazos procesales con los civiles o judiciales. Obsérvese que a fs. 

884 los actores manifiestan erróneamente “que el plazo para el pago 

otorgado  por  V.S.  era  de  10  días  hábiles”,  y  en  el  mismo  yerro 

incurren los demandados al aludir al plazo de l0 días hábiles para el 

cumplimiento de la sentencia (fs. 978 vta./979).

En  suma,  dado  que  el  suscripto  no  dispuso 

expresamente lo contrario, los plazos de 10 y 20 días fijados en la 

sentencia deben ser computados en días corridos, pues se encuentran 
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regidos por los arts. 28 y 29 del CC y actualmente por el art. 6º del 

CCyC, según el cual  “…El cómputo civil  de los plazos es de días  

completos  y  continuos,  y  no  se  excluyen  los  días  inhábiles  o  no  

laborables...”. 

Clarificado  ese  aspecto  del  asunto,  y  en  lo  que 

particularmente atañe al inicio del cómputo de los plazos, cabe señalar 

que  la sentencia de segunda instancia fue notificada a todas las partes 

mediante cédulas electrónicas enviadas el  1/6/2018 (v.  nota puesta a 

fs. 857 vta.), por lo que los plazos empezaron a correr a partir del día 

siguiente, es decir, del 2/6/2018. 

 Sobre este último extremo —respecto del cual no 

albergo  la  más  mínima  duda—,  desacertado  es  el  criterio  de  los 

demandados,  quienes  a  fs.  979 predican el  cumplimiento  oportuno 

alegando  que  “no  quedan  dudas  de  que  el  plazo  para  cumplir  la  

sentencia  […]  debe  contarse  desde  la  notificación  electrónica  del  

auto de fecha 29/6/2018, lo que sucedió el 2/7/2018”; es decir, desde 

que la actora les notificó electrónicamente el “Por devueltos, hágase”.

 Ese  argumento  resulta  manifiestamente 

inadmisible.  Aunque  los  abogados  lo  saben,  aclaro  que  aquella 

expresión  significa  que  el  expediente  se  encuentra  nuevamente 

radicado  en  primera  instancia  y  que  el  juez  ha  reasumido  la 

competencia.  Pero  como  la  alzada  ya  les  había  notificado 

electrónicamente a todas las partes su pronunciamiento definitivo y la 

orden  de  devolver  los  autos  al  juzgado  (fs.  857  vta.),  aquélla 

providencia de fs. 860 del 29/6/2018 (“Por devueltos, hágase saber”) 

quedó sujeta al régimen de notificaciones por ministerio de la ley (art. 

133 del CPCCN). No era entonces necesario y técnicamente exigible 

notificarla  por  cédula  electrónica.  De  ahí  que  la  cédula  librada  el 

2/7/2018 por el Dr. Manochi, notificándolos del auto de fs. 860 (v. 

nota de fs. 1018), fue sobreabundante, superflua e inoficiosa,  por lo 
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que no produce los efectos procesales que los demandados pretenden 

atribuirle.

         Tampoco es atendible el otro argumento esgrimido 

en  la  misma  pieza  (fs.  979),  donde  los  demandados  textualmente 

dicen: “…el plazo de diez días hábiles para cumplir debe computarse  

desde que la sentencia queda firme […]. Esto es, transcurridos 10  

días hábiles de su notificación,  al  vencer el  plazo para el  recurso  

extraordinario. Siendo que la sentencia se notificó el 1 de junio, ésta  

quedó firme el 18 de junio de 2018 vencidas las dos primeras horas”.

 Al error de considerar que son días “hábiles” se suma 

otro —tan burdo e inconcebible como el anterior—, que consiste en 

afirmar que la sentencia adquiere firmeza una vez vencido el plazo de 

10  días  hábiles  judiciales  para  interponer  el  recurso  extraordinario 

(art. 257 del CPCCN), con más el plazo de gracia previsto por el art. 

124 del mismo código (dos primeras horas del día hábil siguiente), y 

que recién a partir de entonces debe computarse el plazo fijado para 

cumplir la sentencia. 

          Esto no es así, de ningún modo es así; máxime cuando los 

demandados  no  interpusieron  el  recurso  extraordinario  federal.  En 

semejante  afirmación subyace un yerro técnico grave y manifiesto. 

Para  ponerlo  en  evidencia  traigo  nuevamente  a  colación  un  claro 

precedente de la Excma. Cámara Civil, en el que con cita de calificada 

doctrina procesalista (Palacio, Morello, Panza y Berizonce) se dijo: 

“El plazo fijado para el cumplimiento de la sentencia comprende los  

días inhábiles, puesto que se trata de un plazo judicial, regido por el  

art.  28  del  cód.  civil  […].  Por  otra  parte,  el  cómputo  del  plazo  

comienza en el caso de las sentencias dictadas por los tribunales de  

segunda instancia, al día siguiente de su notificación, toda vez que  

para la justicia local no se encuentra prevista la tercera instancia, de  

modo  que  las  sentencias  pronunciadas  por  las  cámaras  de  

apelaciones  revisten  el  carácter  de  definitivas.  No  obsta  a  esta  
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conclusión  la  posibilidad  de  ocurrir  por  la  vía  del  recurso  

extraordinario, remedio este excepcional que en modo alguno afecta  

la fuerza de la sentencia ni suspende con su mera interposición la  

ejecutoriedad de las pasadas en autoridad de cosa juzgada,  como  

tampoco el  recurso de inaplicabilidad de la  ley” (CNCiv.,  sala  G, 

11/4/1984, “Tonconogy, Julio A. y otros c/ Yemal, Elías A.”, ED, 110-

419).

     El fallo transcripto, que comparto plenamente, me exime de 

toda otra consideración jurídico-procesal, que huelga ante el poder de 

la evidencia.

    Reitero, la sentencia de cámara les fue notificada a las partes 

mediante cédulas electrónicas enviadas el 1/6/2018 (fs. 857 vta.), y de 

ahí que los plazos fijados para su cumplimiento comenzaron a correr 

al día siguiente, es decir, el 2/6/2018. Por lo tanto, el plazo de 10 días 

corridos  para  cumplir  la  obligación  de  dar  concluyó  el  11/6/2018, 

mientras que el plazo de 20 días corridos para cumplir la obligación 

de hacer feneció el 21/06/2018.

    Y puesto que la pretensión extintiva fue postulada el 6/7/2018 

(fs. 684/685), cabe concluir que la opción resolutoria no fue ejercida 

prematuramente  sino  vencidos  ya  los  plazos  establecidos  en  la 

sentencia.  Consecuentemente,  el  cumplimiento  la  “obligación  de 

dar”, que se predica saldada con el depósito de las sumas ofrecidas en 

pago el  31/7/2018 (fs. 880), resulta extemporáneo, y lo propio cabe 

decir  de  la  “obligación de  hacer”  que  los  demandados  consideran 

cumplida con los informes brindados el  14/8/2018 (fs. 968/971) y el 

15/8/2018 (fs.  973/975).  En  ambos  casos,  a  la  fecha  del  alegado 

cumplimiento los demandados ya estaban incursos en un estado de 

morosidad.

   Sin embargo, y con particular referencia a la obligación de 

dar,  los  deudores  lo  niegan.  Sostienen que no incurrieron en mora 

porque los actores no practicaron la liquidación de los intereses en los 
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términos  y  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  art.  503  del 

CPCCN, el  cual establece que  “Cuando la sentencia condenare al  

pago de cantidad ilíquida y  el  vencedor no hubiese presentado la  

liquidación,  dentro  de  diez  días  contados  desde  que  aquélla  fuere  

ejecutable, podrá hacerlo el vencido…”. De esa norma se valen para 

decir que “hasta tanto no exista liquidación aprobada los obligados al 

pago no pueden considerarse en mora” (fs. 979 y vta.).

       Señalan, por otra parte, que al tiempo de ejercer la opción 

resolutoria (6/7/2018) la actora no había promovido la ejecución de la 

sentencia,  por  lo  que  no  se  hallaba  reunido  uno  de  los  recaudos 

establecidos  por  el  art.  1085  del  CCyC,  precepto  que  dice:  “La 

sentencia  que  condena  al  cumplimiento  lleva  implícito  el  

apercibimiento  de  que,  ante  el  incumplimiento,  en  el  trámite  de  

ejecución,  el  acreedor tiene derecho a optar por la resolución del  

contrato, con los efectos previstos en el artículo 1081”. Con base en el 

párrafo  subrayado,  arguyen  que  mal  pueden  los  actores  ejercer  la 

pretensión extintiva si nunca promovieron el trámite de ejecución de 

sentencia, siendo ésta una de las razones en que se basan para calificar 

de prematuro el ejercicio del ius variandi.

      En ambos aspectos,  esta  argumentación no merece ser 

atendida sino más bien reprobada.  Una interpretación sistemática o 

integral  del  derecho,  lógica  y  coherente  con  todo  el  ordenamiento 

jurídico  (art.  2  del  CCyC),  demuestra  la  insensatez  del  forzado  y 

retorcido criterio de la demandada, cuya base de sustentación radica 

en una rigurosa interpretación literal de los arts. 503 del CPCCN y 

1085 del CCyC.

      X.- Que como surge del texto transcripto, la primera de 

dicha normas (art.  503 del  CPCCN) otorga preferencia  al  acreedor 

para  practicar  la  liquidación  respecto  de  la  cantidad  ilíquida  del 

crédito que le ha sido reconocido en la sentencia; pero si no lo hace 
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dentro  de  los  diez  días  de  haber  adquirido  firmeza  y  devenir 

ejecutable, aquella liquidación podrá ser practicada por el deudor.

     Según alguna doctrina,  muy calificada y prestigiosa por 

cierto, sólo después de transcurrido el plazo de diez días sin que el 

vencedor haya practicado la liquidación, el cumplimiento de esa carga 

puede  también  recaer  sobre  el  vencido,  debiendo  rechazarse  por 

prematura  la   que  éste  hubiese  presentado  dentro  del  plazo 

correspondiente a aquél  (PALACIO, Derecho Procesal Civil, 1990, t. 

VII, p. 273). En similar orientación, asevera Podetti que si el vencido 

se adelanta y presenta la liquidación dentro del plazo que corresponde 

al vencedor, ella debe ser rechazada, pues su derecho a formular el 

cálculo liquidatorio surge sólo si  su contrario no satisface la carga. 

Transcurridos diez días, la facultad es concurrente (Falcón) (doctrina 

y jurisprudencia citada en HIGHTON, Elena I.-AREÁN, Beatriz A., 

Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la  Nación,  “Art.  503”, 

comentado por Gustavo Caramelo Díaz, Hammurabi, Buenos Aires, 

2009, pág. 84).

Pese a la autoridad científica y académica de sus 

sostenedores, que por cierto es innegable, no comparto en absoluto el 

criterio sustentado por los mencionados procesalistas, quienes por lo 

visto le otorgan desmedida importancia a la técnica de interpretación 

“gramatical”,  centrada  únicamente  en  la  palabra  de  la  ley,  en 

desmedro y  con absoluta  prescindencia  de  los  métodos  “lógico”  y 

“sistemático”,  que  también  forman  parte  de  la  teoría  de  la 

interpretación jurídica.

 Al menos para mí, se trata de una visión sesgada y 

parcial del derecho, pues se reduce a seguir a pie juntillas la letra de 

una  norma  procesal  (art.  503)  pero  sin  conjugarla,  conciliarla  o 

armonizarla con otras normas del ordenamiento jurídico (en este caso 

de fondo), que es lo correcto conforme a una visión totalizadora o 

integral del derecho, centrada en la unicidad del fenómeno jurídico. 
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 No debe perderse de  vista  que el  derecho es  un 

<<sistema jurídico>> concebido como una unidad o como un todo 

inescindible, sin que en su abordaje analítico pueda ser tajantemente 

dividido en compartimentos  estancos  e  incomunicados,  como si  se 

tratara de ramas autónomas y autosuficientes de la ciencia jurídica, 

pues  ello  conspira  contra  la  profunda  y  cabal  comprensión  del 

derecho. 

 En ese sentido, al comentar el art. 2º del CCyC, el 

profesor Tobías señala que el derecho es un todo sistemático cuyas 

diversas  partes  se  coordinan  y  armonizan  entre  sí.  Por  eso,  la 

determinación  del  significado  de  una  norma  que  forma  parte  del 

sistema requiere valorar su relación con las demás. Es lo que predica 

el artículo cuando dice que la ley debe ser interpretada “de un modo 

coherente  con  todo  el  ordenamiento”,  adoptando  de  tal  modo  el 

criterio de interpretación sistemático (TOBÍAS, José W., en  Código 

Civil y Comercial Comentado. Tratado Exegético, Jorge H. Alterini –

director general-, Thomson Reuters-La Ley, 2015, t. I, pág. 25, nº 11). 

Ese método interpretativo hunde sus raíces en el llamado “diálogo de 

fuentes”  receptado  en  los  arts.  1º  y  2º  del  CCyC,  y  al  que  en  su 

Introducción el presidente de la comisión reformadora, doctor Ricardo 

Luis Lorenzetti, le dedica un capítulo especial (el III).  

 La  cuestión  vinculada  a  la  interpretación 

sistemática de las normas, que forma parte de la Teoría General del 

Derecho, se conecta con un tema de neto tinte iusfilosófico, propio de 

la teoría de la argumentación jurídica, que es la justificación racional 

y razonable de la decisión judicial (art.  3º del CCyC), en el que la 

coherencia y jerarquía de las normas ocupan un lugar central. 

         Desde  esa  perspectiva,  y  a  diferencia  de  la 

contemplación  parcial  o  fragmentada,  la  visión  sistemática  del 

derecho permite constatar y hacerse cargo del problema generado por 

la  coexistencia  dentro  del  sistema  de  normas  contradictorias  e 
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incompatibles entre sí, entuerto que el juez o tribunal debe resolver 

por vía de la opción, eliminando uno de los preceptos antagónicos, o 

bien a través de la armonización o compatibilización que supere la 

antinomia. Por otra parte, la visión sistemática del derecho permite 

advertir que sus normas (reglas o principios) no están en el mismo 

plano y que entre ellas existen jerarquías (art. 31 de la CN), por lo que 

en el supuesto de constatarse una antinomia es menester y de buena 

técnica  privilegiar  la  más  elevada  o  de  mayor  jerarquía  (VIGO, 

Rodolfo Luis,  Interpretación (argumentación) jurídica en el Estado 

de  Derecho  Constitucional,  Rubinzal-Culzoni  Editores,  Santa  Fe, 

2015, pág. 225 y ss., especialmente pág. 233).

  Dicho  ello,  insisto  en  que  la  opinión  de  aquellos 

prestigiosos  autores,  que  son  procesalistas  de  fuste,  trasunta  una 

visión parcial o fragmentada del derecho, fuertemente apegada al duro 

texto de la norma e imbuida de un ritualismo extremo y asfixiante.

 A propósito  de  ello,  viene  a  cuento  recordar  que  el 

máximo tribunal  ha expresado que “si bien la letra de la ley es la  

primera fuente de interpretación, de la que no cabe prescindir (CSJN, 

Fallos: 314:1018; 324:2780), el juez puede sin embargo apartarse de  

las  palabras  de la  ley  cuando su  interpretación sistemática  así  lo  

impone” (Fallos: 283:239 y 301:489). Es que “por encima de lo que  

las leyes parecen decir literalmente, es propio de los jueces indagar  

lo que ellas dicen jurídicamente (Fallos: 310:933; 311:2751; 320:607; 

322:752;  325:1731). En esa inteligencia no cabe prescindir  de las  

palabras  de  la  ley,  pero  tampoco  atenerse  rigurosamente  a  ellas  

cuando  la  interpretación  razonable  y  sistemática  así  lo  requiere;  

evitándose  de  este  modo  la  aplicación  mecánica  de  los  preceptos  

formales  en  la  medida  que  dicho  proceder  conduzca  a  un  ciego  

ritualismo incompatible con el derecho de defensa” (Fallos: 320:607 

y 328:4818, entre muchos otros).
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 Ahora bien, dejando de lado el derecho procesal —que es 

meramente instrumental— e incursionando en las profundas aguas del 

derecho de las obligaciones, recuerdo que el deudor no es libre de 

cumplir o dejar de hacerlo, sino que está obligado a ello por diversas 

causas,  entre  otras,  por  su  propia  voluntad  unilateral,  por  una 

convención, por disposición de la ley o, como ocurre en el caso, por 

mandato  del  órgano  jurisdiccional.  Pero  como  así  como  tiene  el 

“deber”  jurídico  de  cumplir  la  prestación  debida  —sea  de  dar,  de 

hacer o no hacer—, como contracara tiene el “derecho” de hacerlo y 

de obtener la consecuente liberación, en cuyo caso queda investido del 

poder  que le  confiere  la  ley para repeler  las  acciones  del  acreedor 

(arts. 731, 879 y 880 del CCyC).

 A ello cabe agregar que, como regla general, el plazo se  

presume  establecido  en  beneficio  del  deudor,  a  menos  que  por  la 

naturaleza de la obligación de que se trate o por otras circunstancias 

pueda inferirse que ha sido previsto a favor de ambas partes o del 

acreedor  (art.  351  del  CCyC).  De  no  darse  ninguna  de  tales 

excepciones, que en caso bajo examen no se configuran, ello significa 

que el deudor puede pagar antes del vencimiento del plazo e imponer 

el cumplimiento al acreedor, y si  éste rehúsa aceptarlo podrá aquél 

acudir al pago por consignación (LORENZETTI, ob. cit., comentario 

al art. 351, t. II, págs. 404 y 405).

 Volviendo al  art.  503 del  CPCCN, desde  la  dogmática 

procesalista se afirma —a mi juicio con razón— que, en principio, la 

liquidación debe ser practicada por el vencedor. Pero como el vencido 

puede tener interés en liberarse, sea para el levantamiento de medidas 

precautorias,  sea  para  interrumpir  el  curso  de  los  intereses,  puede 

tomar la iniciativa de practicarla y aún de consignar el importe que de 

ella  resulte   (FASSI,  Santiago  C.-MAURINO,  Alberto  L.,  Código 

Procesal Civil y Comercial, Comentado, Anotado y Concordado, t. 3, 

Astrea, Buenos Aires., 2002, págs. 840-841).
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    De  modo  que  si  su  verdadera  intención  es  pagar  y 

liberarse de la obligación, que es un derecho que le concede la ley 

sustantiva, el  deudor no tiene por qué aguardar de brazos cruzados 

que el acreedor practique la liquidación de la deuda ilíquida o en su 

caso que venza el plazo de diez días hábiles judiciales que tiene para 

hacerlo (art. 503 del CPCCN), sino que por imperativo de su propio 

interés puede él practicar la liquidación y depositar en calidad de pago 

la  suma  que  surja  de  ella,  liquidación  que  de  ser  ulteriormente 

aprobada tendrá efecto retroactivo a la fecha en que se la practicó y 

ofreció en pago el monto resultante.

 La  ausencia  de  liquidez  de  la  deuda  y  la  pasividad  o 

demora del  acreedor en practicar  la liquidación no es,  bajo ningún 

punto  de  vista,  un  argumento  válido  para  decir  que  la  condena 

impuesta  judicialmente  no  resulta  aún  exigible,  ni  tampoco  para 

invocar la falta de mora en el cumplimiento de la sentencia e impedir 

el curso de los intereses moratorios. 

           Bien dice Llambías que aunque la suma a pagar no esté 

definida, siempre puede el deudor practicar la liquidación y consignar 

en pago la cifra que él entiende adeudar, sin perjuicio de completar 

luego el pago si los jueces estiman que la consignación es insuficiente 

(LLAMBÍAS,  Jorge  Joaquín,  Tratado  de  Derecho  Civil–  

Obligaciones, Tomo II-A, actualizado por Patricio Raffo Benegas, 5ta. 

ed., LexisNexis Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2005, pág. 211).

           Además frustrar cualquier maniobra especulativa del 

acreedor, que con el avieso propósito de hacerlo incurrir en mora en el 

cumplimiento  de  la  sentencia  omite  o  retarda  el  cálculo  de  los 

intereses (art. 503 CPCCN), la liquidación y simultánea consignación 

hechas por el deudor es una conducta que inequívocamente demuestra 

que su real intención es pagar y liberarse.

         El proceder de los aquí demandados es incompatible con 

la conducta debida y esperada, con el comportamiento diligente, leal y 
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probo de un deudor que realmente quiere cumplir y liberarse. Es que 

en lugar de haber tenido la <<oportuna>> iniciativa de practicar la 

liquidación de los intereses adeudados y depositar en pago el importe 

resultante  (junto con el  capital  o suma líquida),  cosa que debieron 

haber hecho dentro de los 10 días  corridos de encontrarse firme la 

sentencia y sin esperar que el cálculo sea realizado por el acreedor, los 

accionados recién lo hicieron el 31/7/2018 (v. fs. 880), en forma tardía 

o extemporánea, pues el plazo de 10 días  corridos había expirado el 

11/6/2018 y los actores ya habían optado por la resolución (v. escrito 

de fs. 684 presentado el 6/7/2018). 

 No obstante que el estado de morosidad es evidente, los 

deudores sostienen que al momento de cumplir la prestación no se 

hallaban en mora, puesto que hasta entonces los acreedores no habían 

practicado la liquidación de los intereses en los términos y en el plazo 

fijado por el art. 503 del CPCCN. 

 El  argumento esgrimido trasunta  una ignorancia supina 

del derecho de las obligaciones, ya que hoy en día es opinión común 

que la liquidez no es un presupuesto de la mora, la que puede existir 

aun  cuando  se  tratare  de  obligaciones  ilíquidas  (PIZARRO-

VALLESPINOS,  Tratado  de  las  obligaciones,  Rubinzal  Culzoni 

Editores, Santa Fe, 2017, t. II, pág. 330). Dicho en otros términos, la 

iliquidez  de la  deuda no altera  el  régimen de  la  mora,  que en  las 

obligaciones a plazo se produce por su solo vencimiento (art. 509 del 

CC);  o,  como  ahora  establece  el  nuevo  código,  “por  el  solo 

transcurso del tiempo fijado para el cumplimiento de la obligación” 

(art. 886 del CCyC).

 Como  fácilmente  se  aprecia,  los  demandados  niegan 

tozudamente el estado de morosidad y con la misma tozudez predican 

y predican el cumplimiento oportuno de la obligación, cosa que hacen 

escudándose (cual férreos exponentes de la decimonónica escuela de 

Fecha de firma: 11/02/2019
Firmado por: JOSE LUIS BOURNISSEN, JUEZ DE 1° INSTANCIA



#13182409#226458305#20190211173727889

Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CIVIL 35

la exégesis francesa) en la rígida interpretación gramatical del art. 503 

del CPCCN. 

 Olvidan que por la materia reglada o regulada las normas 

del  derecho  positivo  tienen  distinta  jerarquía;  y  al  mismo  tiempo 

ignoran,  o  parecen ignorar,   que un derecho reconocido por  la ley 

sustantiva  (arts.  351,  731,  879  y  880  del  CCyC)  jamás  puede  ser 

restringido o cercenado por una norma del ordenamiento adjetivo (art. 

503 del CPCCN). 

 Aunque peque de reiterativo, lo que quiero significar es 

que el hecho de que la parte acreedora tuviera, en teoría y de acuerdo 

a la letra del precepto del ritual, el derecho preferente de practicar el 

cálculo liquidatorio, ello en modo alguno impedía que la deudora, por 

imperativo de su propio interés y alterando el orden de la preferencia, 

tomara  la  iniciativa  de  practicar  la  liquidación  de  los  intereses  y 

simultáneamente depositar en pago el importe resultante, pues al así 

hacerlo no sólo estaba cumpliendo con el deber jurídico de pagar, sino 

también ejerciendo el legítimo derecho de pagar y liberarse. Máxime 

cuando se hallaba amparada por la presunción legal de que el plazo 

para cumplir la obligación se encuentra establecido en beneficio del 

deudor (art. 353 del CCyC).

 Desde  el  punto  de  vista  de  las  reglas  básicas  de  la 

hermenéutica  jurídica,  constituye  un  despropósito  otorgarle  mayor 

preponderancia  a  un precepto  del  código de forma sobre otros  del 

código de fondo. Y a ello agrego que las normas procesales deben ser 

razonablemente  interpretadas,  de  modo  coherente  con  todo  el 

ordenamiento,  de  manera  tal  que  aseguren  la  vigencia  y  el  pleno 

ejercicio de los derechos reconocidos por la ley sustancial, evitándose 

toda  interpretación  ritualista  y  caprichosa  que  con  arbitrariedad 

manifiesta provoque el aniquilamiento, frustración o cercenamiento de 

tales derechos. 
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 Por lo demás, estando fijadas en la sentencia las pautas a 

considerar  para  el  cómputo  de  los  intereses  (tasa  y  tiempo),  bien 

podían ser liquidados mediante una sencilla operación aritmética, por 

lo que se trataba de una “deuda fácilmente liquidable”,  que por la 

sencillez  del  cálculo  bien  podría  quedar  comprendida  dentro  del 

concepto de “deuda líquida”.

 XI.- Que  descartada  la  cándida  e  insólita  excusa 

esgrimida con base en el art. 503 del CPCCN, que por carecer de todo 

asidero  jurídico  no  amerita  otras  consideraciones  que  las  ya 

formuladas, seguidamente habré de referirme al argumento articulado 

en derredor del art. 1085 del CCyC.  

 Nuevamente, con estricta sujeción a la letra de la norma y 

mediante  un  razonamiento  de  tipo  silogístico  deductivo,  los 

demandados sostienen que ante el incumplimiento de la sentencia que 

condena al  cumplimiento,  “en el  trámite  de ejecución” el  acreedor 

tiene  derecho  a  optar  por  la  resolución  del  contrato.  Y como  los 

actores no promovieron la ejecución de la sentencia, argumentan que 

esa circunstancia obsta al derecho de opción, por lo que consideran 

que el ius variandi ha sido ejercido en forma prematura.

 Si nos aferramos ciegamente al enunciado del art. 1085 y 

analizamos literal y aisladamente el párrafo de la norma que dice “en 

el trámite de ejecución”, inexorablemente deberíamos concluir que la 

voluntad del legislador ha sido que el derecho del acreedor a optar por 

la  resolución  del  contrato  sea  ejercido  <<durante  el  trámite  de  

ejecución  de  la  sentencia>>,  con  lo  cual  no  bastaría  el  mero 

incumplimiento  de  ésta,  sino  que  previamente  y  como recaudo de 

admisibilidad  sería  menester  (conditio  sine  qua  non)  forzar  el 

cumplimiento de la sentencia y recién a posteriori, durante el trámite 

de ejecución, optar por la pretensión resolutoria.

 Si  ésa  es  la  interpretación  ceñida  al  texto  del  artículo 

1085, inmediatamente surgen una serie de interrogantes. ¿Cuál es el 

Fecha de firma: 11/02/2019
Firmado por: JOSE LUIS BOURNISSEN, JUEZ DE 1° INSTANCIA



#13182409#226458305#20190211173727889

Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CIVIL 35

sentido y la finalidad de la norma? ¿Es razonable, coherente y lógico 

que  el  acreedor  que  ha  perdido  interés  en  el  cumplimiento  se  vea 

obligado a iniciar la ejecución de la sentencia para recién entonces, 

durante su tramitación, quedar habilitado para optar por la resolución? 

Para ejercer  el  ius  variandi,  ¿indefectiblemente tiene  que  iniciar  la 

ejecución de la sentencia? ¿No basta que ésta se encuentra firme e 

incumplida? La interpretación literal de la norma, ¿es congruente con 

la  garantía  constitucional  de  razonabilidad?  ¿Es  posible  una 

justificación racional y razonable del precepto? ¿Podemos confiar en 

la  infalibilidad  del  legislador?  ¿Goza  éste  de  la  perfección  de  los 

dioses?   

 Si retrotrayéndonos al siglo XIX adoptamos el paradigma 

dogmático-legalista  de  la  escuela  exegética  francesa,  cuyo  método 

científico consistía en hacer un culto extremo del texto de la ley bajo 

el  dogma  rousseauniano  de  la  infalibilidad  de  la  voluntad  del 

legislador, cabría finalmente decir que los demandados tienen razón y 

que  la  opción  resolutoria  fue  ejercida  prematuramente  o  antes  del 

tiempo establecido por la ley. 

 Es  que  los  acreedores,  una  vez  vencidos  los  plazos 

fijados  en  la  sentencia  y  ante  el  incumplimiento  moroso  de  los 

deudores, que hasta entonces no habían cumplido con ninguna de las 

dos obligaciones a su cargo, optaron derechamente por la pretensión 

resolutoria  sin  que  antes  hubieran  promovido  la  ejecución  de  la 

sentencia, proceso que —como bien es sabido— se inicia con la traba 

de un embargo y prosigue con la citación de venta y eventualmente 

con la resolución que manda continuar la ejecución (arts. 502, 505 y 

508 del CPCCN).

 Ahora  bien,  la  sesuda  o  juiciosa  interpretación  de  un 

enunciado  normativo  no  puede  basarse  exclusivamente  en  la 

literalidad de su texto (interpretación filológica).  Y si bien no cabe 

prescindir de la letra de la norma, de sus palabras, tampoco es posible 
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prescindir de su finalidad (arts. 1º y 2º del CCyC) ni apartarse de los 

principios de la lógica jurídica, de la sana crítica racional, del  sentido 

común y del recto entendimiento humano, pues de ser así se corre el 

riesgo de llegarse a una solución absurda e irrazonable, desprovista de 

toda justificación racional. Para evitar ese riesgo, más que aferrarse 

mecánica e irreflexivamente a las palabras de la norma —que es el 

método interpretativo gramatical auspiciado por los demandados—, lo 

que en este particular caso se impone es una interpretación teleológica 

o finalista. Es preciso, pues, averiguar cuál es la finalidad del precepto 

e  indagar  acerca  de  qué  es  lo  que  el  legislador  ha  querido  decir 

jurídicamente, más allá de las palabras utilizadas.

   Pues  bien,  firme e  incumplida la  sentencia  que ordena el 

cumplimiento del contrato, el contratante vencedor en el pleito tiene 

dos alternativas a su elección: a) exigir el cumplimiento forzado (art. 

730 del CCyC) o, b) ejercer la pretensión resolutoria (art. 1085). Si 

opta por la primera, necesariamente tiene que promover la ejecución 

de  la  sentencia  (art.  499  y  sgtes.  del  CPCCN).  Pero  si  por  haber 

perdido  interés  en  el  cumplimiento  opta  por  la  resolución,  es  un 

absurdo que la ley lo obligue a iniciar igualmente y de todos modos la 

ejecución, ya que la promoción de ésta conlleva la idea de que persiste 

el interés en procurar el cumplimiento.   

    Al comentar la norma que se examina, calificada doctrina 

señala  que  el  acreedor  o  parte  cumplidora  puede  optar  por  la 

resolución sin necesidad de plantear una nueva acción o de iniciar otro 

proceso, sino que puede hacerlo dentro del mismo expediente (LEIVA 

FERNÁNDEZ, Luis F. P., Tratado de los contratos. Parte general, t. 

II, pág. 263, La Ley, 2017; FRUSTRAGALI, Sandra A., en Contratos 

en el Código Civil y Comercial de la Nación, obra coordinada por ella 

y  dirigida  por  Noemí  L.  Nicolau  y  Carlos  A.  Hernández,  La  Ley, 

2017, pág. 391).
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   A mi modo de ver, ése es el verdadero sentido y la finalidad 

de la norma cuando dice “en el trámite de ejecución”. Más allá de las 

palabras  utilizadas  y  pese  a  la  deficiente  técnica  legislativa  en  la 

redacción del precepto, lo que el legislador jurídicamente ha querido 

decir  es  eso: que para ejercer la opción resolutoria no es menester 

promover una acción autónoma o iniciar otro proceso por separado, 

sino que el acreedor puede hacerlo dentro del mismo expediente en el 

que se dictó la sentencia de cumplimiento.

  Para  eliminar  el  absurdo  y  por  un  principio  lógico  de  no 

contradicción,  lo que racional  y razonablemente cabe interpretar  es 

que, una vez firme e incumplida la sentencia que condena a cumplir, 

el  ius variandi puede ser ejercido en el mismo expediente durante el 

<<estado latente de ejecución>>, y no necesaria e indefectiblemente 

“en el trámite de ejecución” propiamente dicho, como textualmente 

establece  el  art.  1085,  expresión  que  literalmente  considerada 

significa que la opción resolutoria debe ser sí o sí postulada una vez 

promovida la ejecución, pero nunca antes.

 XII.- Que  en  lo  que  concierne  al  fundamento  del 

instituto,  un  novel  jurista  y  estudioso  del  tema  señala  que  el  ius 

variandi se reconoce porque se tiene en cuenta que hay circunstancias 

que  pueden hacer  que  al  acreedor  ya no le  interese  persistir  en el 

reclamo  de  cumplimiento  […],  que  ya  no  está  interesado  en  el 

cumplimiento tardío del contrato o que, simplemente, ya está cansado 

de perseguir a su deudor […], por lo que en principio es suficiente que 

el  acreedor  manifiesta  su  voluntad  de  resolver,  sin  necesidad  de 

justificar su decisión (SÁNCHEZ HERRERO, Andrés, Resolución de 

los contratos por incumplimiento, La Ley, 2028, pág. 428 y sgtes.).

           Pero es claro, para que sea procedente debe tratarse de 

un  incumplimiento  esencial,  pues  no  cualquier  incumplimiento 

autoriza a optar por la resolución.  
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          En orden a ello, advierto que, salvo la reparación del  

daño moral,  las obligaciones impuestas en la sentencia con alguna 

ligera  variante  son  básicamente  las  mismas  obligaciones  que 

reconocen  su  causa  fuente  en  el  “Acuerdo  de  Retiro  y  Cesión  de 

Puntos” que con sus dos addendum fue celebrado el  20/8/2008, es 

decir, hace más de 10 años. 

          Si se me permite la licencia de lenguaje, en esta suerte de 

“divorcio  entre  abogados”  se  pactó  que  los  actores  y  socios 

fundadores  Alberto  Luis  Navarro  Castex  y  Florencia  Mariana 

Cavazza, que sobre un total de 1.000 eran titulares de 400 (40%) y 50 

(5%) puntos respectivamente,  se retiraban del estudio cediendo sus 

puntos o cuotas de participación (45%) a los demás socios integrantes 

del buffet, cosa que efectivamente así ocurrió. A cambio de ese retiro 

y  cesión  de  puntos,  los  cesionarios  demandados  se  obligaron  a 

pagarles una suma de dinero y a brindarle trimestralmente a un tercero 

ajeno,  que  de  común  acuerdo  designaron  como  depositario,  un 

informe confidencial por escrito acerca del avance y tramitación de 

dos  causas  judiciales,  de  los  trabajos  realizados,  montos  de  los 

honorarios percibidos o a percibir, estimación en la demora en cobrar, 

etc.

    En el contexto del contrato, las asumidas por los demandados 

fueron obligaciones nucleares o esenciales, las que no habiendo sido 

cumplidas en su totalidad, en forma estricta y oportuna, motivaron la 

acción  de  cumplimiento  que  culminó  su  largo  derrotero  con  el 

pronunciamiento judicial que la admitió.

   Dicho  ello,  mi  razonamiento  es  el  siguiente:  si  las 

obligaciones  contractualmente  asumidas  por  los  demandados  se 

reputan de carácter  principal  o  esencial,  nuclear  si  se  prefiere,  por 

carácter transitivo también lo son las obligaciones emergentes de la 

sentencia  firme  e  incumplida  al  momento  de  ejercerse  la  opción 

resolutoria. 
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   Luego,  la  falta  de  interés  de  la  actora  en  persistir  en  el 

cumplimiento se encuentra justificada, por lo que corresponde admitir 

la  pretensión resolutoria,  con más los daños y perjuicios que serán 

motivo  de  alegación  y  prueba  una  vez  firme  que  decisorio  se 

encuentre firme.

XIII.- Que el hecho de que los demandados no hayan cumplido 

en término la sentencia no es, al menos para mí, una razón seria y 

fundada para considerarlos incurso en la situación prevista por el art. 

45 del CPCCN. Tampoco lo es la circunstancia de que hayan resistido 

la  pretensión  resolutoria  con  argumentos  pueriles,  jurídicamente 

incorrectos o desacertados, pues mal o bien (la cámara lo dirá) no han 

hecho otra cosa que ejercer el derecho de defensa en juicio.

      Por ello y atento al carácter restrictivo de la sanción, no haré 

lugar al pedido formulado a fs. 983/1001 por los actores.

     Por las consideraciones expresadas, normas legales, doctrina 

y  jurisprudencia  citadas,  RESUELVO:  1) Admitir  la  pretensión 

extintiva postulada por la actora a fs. 864 y 883/890. En consecuencia, 

en los términos del art. 1085 y con los efectos previstos por el art. 

1081 y concordantes del CCyC, declaro la resolución total del negocio 

jurídico formalizado en el instrumento titulado “Acuerdo de Retiro y 

Cesión  de  Puntos”  y  en  sus  dos  “Addendum”,  celebrados  por  las 

partes con fecha 20/08/2008, con más los daños que habrán de ser 

determinados en la etapa de ejecución de sentencia, una vez que se 

encuentre  firme  la  presente  resolución.  2) Rechazar  la  pretendida 

declaración  de  temeridad  y  malicia  y  la  consiguiente  sanción 

pecuniaria.  3) Declarar  que  las  costas  serán  soportadas  por  los 

demandados,  por  resultar  sustancialmente  vencidos.  4) Decretar  el 

embargo preventivo de la totalidad de los fondos depositados en el 

juicio conexo de consignación y de las sumas de dinero depositadas 

en estos autos; a cuyo fin colóquese la nota respectiva, debiéndose 

librar oficio al Banco de la Nación Argentina, sucursal Tribunales, con 
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el  objeto  de  que con las  sumas depositadas  en pesos  se  adquieran 

dólares estadounidenses y se los invierta en un plazo fijo renovable 

automáticamente cada treinta días.

              Regístrese y notifíquese a las partes.-

JOSE LUIS BOURNISSEN

JUEZ DE 1° INSTANCIA
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